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Expediente Nº: E/02621/2018

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De  las  actuaciones  practicadas por  la  Agencia  Española  de  Protección  de
Datos ante la entidad Mana Pool Garden, S.L., en virtud de denuncia presentada por
Doña A.A.A., y teniendo como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fecha 4 de mayo de 2018, tuvo entrada en esta Agencia un escrito
remitido por Doña A.A.A. en el que expone lo siguiente:

Con fechas 28 de marzo y 12 de abril de 2018 recibió en su cuenta de correo
***EMAIL.1 dos correos con carácter comercial procedentes de ALBA PISCINAS en
los que se muestran todos los destinatarios.

Según  informa el  reclamante,  facilitó  su  correo  a  esta  entidad para  que  le
enviara un presupuesto de reparación de su piscina, pero no dio autorización para que
le enviaran información comercial ni para que su dirección de correo se facilitara a
otros clientes de la entidad.

SEGUNDO: Tras la recepción de la denuncia la Subdirección General de Inspección
de Datos procedió a la realización de actuaciones previas de investigación para el
esclarecimiento de los hechos denunciados, teniendo conocimiento de los siguientes
extremos:

Según informan los representantes de la entidad Mana Pool Garden, S.L., el
email ***EMAIL.1 está asociado a la cuenta siguiente:

Doña: A.A.A.

Apellidos: A.A.A.

Dirección: ***LOCALIDAD.1, dirección compartida por Google Maps:

***DIRECCION.1

Móvil: ***TELEFONO.1

Email: ***EMAIL.1

El pasado, 05 de marzo del 2018, y tras llamadas de teléfono previas, se nos
solicitó información y posterior presupuesto en el que la afectada facilita su email para
la remisión del presupuesto.

El presupuesto es remitido, con fecha 06 de marzo de 2018, y es aceptado por
la reclamante.

La visita  a su domicilio  se realizó el  26 de marzo,  y en el  mes de abril  se
realizan los trabajos. 

Tras la contratación de los servicios es habitual el envío de emails, más con un
carácter informativo que publicitario, hacia nuestros clientes, donde le informamos de
cuestiones que creemos pueden ser de su interés, siempre aceptando y tramitando las
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bajas que puedan pedir cualquiera de ellos.

Los emails  remitidos  se  envían a  los clientes,  y  no de forma masiva,  sino
aquellos que por su cercanía en el tiempo, o por los trabajos efectuados puede tener
especial interés esta información. En el presente supuesto, el envío de los emails, son
de fecha de la ejecución de los trabajos marzo/abril, y tenían un carácter informativo
no publicitario.

Tras recibir  el  requerimiento de información de la Agencia, han procedido a
remitir  un  email  a  la  afectada,  donde  le  piden  disculpas  y  le  informan  que  han
procedido a darla de baja de la lista de correos.

En  relación  al  motivo  por  el  que  figuran  diferentes  direcciones,  los
representantes de la entidad indican que fue por un error.

MANA POOL GARDEN S.L., es una PYME de un pueblo pequeño de Málaga, y
en su esfuerzo por intentar ofrecer el mejor servicio posible a sus clientes se ha podido
provocar un error, como ha sido añadir los 37 emails sin copia oculta, esto ya ha sido
corregido tecnológicamente y humanamente.

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

Es competente para resolver la Directora de la Agencia Española de Protección
de Datos, conforme a lo establecido en el artículo 37.d) en relación con el artículo 36,
ambos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de
Carácter Personal (en lo sucesivo LOPD); así como conforme a  lo dispuesto en el
artículo 43.1 de la Ley 34/2002, de 11 de julio,  de Servicios de la Sociedad de la
Información y Comercio Electrónico (en lo sucesivo, LSSI).

II

El  artículo 37 de la  LSSI establece como sujetos sobre los que impone su
régimen sancionador a “los prestadores de servicios de la sociedad de la información”.

Para determinar qué sujetos se ajustan a dicha definición, ha de acudirse a lo
dispuesto en el Anexo de la citada ley, que define al “Prestador de servicios” como “la
persona física o jurídica que proporciona un servicio de la sociedad de la información”.
Lo  que  se  completa  con  la  definición  que  sobre  “Servicios  de  la  sociedad  de  la
información o servicios” ofrece el apartado a), del Anexo: 

“todo  servicio  prestado normalmente  a  título  oneroso,  a  distancia,  por  vía
electrónica y a petición individual del destinatario.

El concepto de servicio de la sociedad de la información comprende también
los  servicios  no  remunerados  por  sus  destinatarios,  en  la  medida  en  que
constituyan una actividad económica para el prestador de servicios.

Son  servicios  de la  sociedad de la  información,  entre  otros  y  siempre que
representen una actividad económica, los siguientes:

1. La contratación de bienes o servicios por vía electrónica.
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2.  La  organización  y  gestión  de  subastas  por  medios  electrónicos  o  de
mercados y centros comerciales virtuales.

3. La gestión de compras en la red por grupos de personas.

4. El envío de comunicaciones comerciales.

5. El suministro de información por vía telemática.”

III

Por su parte, el artículo 21 de la LSSI, señala lo siguiente:

“1. Queda prohibido el envío de comunicaciones publicitarias o promocionales
por  correo  electrónico  u  otro  medio  de  comunicación  electrónica  equivalente  que
previamente  no  hubieran  sido  solicitadas  o  expresamente  autorizadas  por  los
destinatarios de las mismas.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación cuando exista una
relación contractual previa, siempre que el prestador hubiera obtenido de forma lícita
los datos de contacto del destinatario y los empleara para el envío de comunicaciones
comerciales  referentes  a  productos  o  servicios  de  su  propia  empresa  que  sean
similares a los que inicialmente fueron objeto de contratación con el cliente.

En  todo  caso,  el  prestador  deberá  ofrecer  al  destinatario  la  posibilidad  de
oponerse  al  tratamiento  de  sus  datos  con  fines  promocionales  mediante  un
procedimiento sencillo y gratuito, tanto en el momento de recogida de los datos como
en cada una de las comunicaciones comerciales que le dirija.

Cuando  las  comunicaciones  hubieran  sido  remitidas  por  correo  electrónico,
dicho  medio  deberá  consistir  necesariamente  en  la  inclusión  de  una  dirección  de
correo electrónico  u otra  dirección electrónica  válida  donde pueda ejercitarse este
derecho,  quedando  prohibido  el  envío  de  comunicaciones  que  no  incluyan  dicha
dirección”.

Trasladando las consideraciones precedentes al supuesto que analizamos se
observa que la denunciante había tenido una relación contractual previa, el anunciante
había obtenido de forma lícita sus datos de contacto del destinatario y los empleó para
el  envío  de  comunicaciones comerciales  referentes  al  mismo  producto  al  que  fue
objeto de contratación con el cliente.

Por tanto, Mana Pool Garden, S.L.,  estaba habilitado para el  envío de esos
correos  electrónicos  publicitarios  e  informativos,  al  haber  mantenido  una  relación
comercial referida al mismo servicio que se había prestado.

IV

En cuanto al hecho denunciado referido a que el correo electrónico que incluía
la  publicidad se  envió  a  muchas personas sin  ocultar  el  correo electrónico  de las
mismas, el artículo 10 de la LOPD dispone que: “El responsable del fichero y quienes
intervengan en cualquier fase del tratamiento de los datos de carácter personal están
obligados al  secreto profesional respecto de los mismos y al  deber de guardarlos,
obligaciones que subsistirán aun después de finalizar sus relaciones con el titular del
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fichero o, en su caso, con el responsable del mismo.”

El deber de secreto tiene como finalidad evitar que, por parte de quienes están
en contacto con los datos personales almacenados en ficheros, se realicen filtraciones
de los datos no consentidas por los titulares de los mismos. Así, el Tribunal Superior
de Justicia de Madrid declaró que: “El deber de guardar secreto del artículo 10 queda
definido por el carácter personal del dato integrado en el fichero, de cuyo secreto sólo
tiene facultad de disposición el  sujeto afectado,  pues no en vano el  derecho a la
intimidad  es  un  derecho  individual  y  no colectivo.  Por  ello  es  igualmente  ilícita  la
comunicación a cualquier tercero, con independencia de la relación que mantenga con
él la persona a que se refiera la información (...)”. 

En  este  sentido,  la  Audiencia  Nacional  también  ha  señalado,  en  varias
sentencias  lo  siguiente:  “Este  deber  de  sigilo  resulta  esencial  en  las  sociedades
actuales cada vez más complejas, en las que los avances de la técnica sitúan a la
persona en zonas de riesgo para la protección de derechos fundamentales, como la
intimidad o el derecho a la protección de los datos que recoge el artículo 18.4 de la
CE. 

En efecto, este precepto contiene un <<instituto de garantía de los derechos a
la intimidad y al honor y del pleno disfrute de los derechos de los ciudadanos que,
además, es en sí mismo un derecho o libertad fundamental, el derecho a la libertad
frente  a  las  potenciales  agresiones  a  la  dignidad  y  a  la  libertad  de  la  persona
provenientes  de  un  uso  ilegítimo  del  tratamiento  mecanizado  de  datos>>  (STC
292/2000).  Derecho  fundamental  a  la  protección  de  los  datos  que  <<persigue
garantizar a esa persona un poder de control sobre sus datos personales, sobre su
uso  y  destino>>  (STC  292/2000)  que  impida  que  se  produzcan  situaciones
atentatorias con la dignidad de la persona, <<es decir, el poder de resguardar su vida
privada de una publicidad no querida>>. 

En  el  presente  caso  ha  quedado  acreditado  en  el  expediente,  que  la
denunciante ha recibido un correo electrónico, donde se visualizaban direcciones de
correo electrónico de terceros, entre las que estaba incluida la suya propia, por lo que
ha de entenderse vulnerado el deber de secreto que impone el artículo 10 de la LOPD.

No obstante, a la vista de las manifestaciones efectuadas por el denunciado y
la  documentación  remitida,  ha  quedado  acreditado  que  el  denunciado  cometió  un
error, que nunca antes había sucedido.

Pues bien,  en atención a  las citadas circunstancias se considera  necesario
subrayar que la Audiencia Nacional, en su Sentencia de 29 de noviembre de 2013,
(Rec. 455/2011), Fundamento de Derecho Sexto, a propósito de la naturaleza jurídica
de esta figura, que pese a referirse al apercibimiento regulado en el artículo 45.6 de la
LOPD,  advierte  que  “no  constituye  una  sanción”  y  que  se  trata  de  “medidas
correctoras de cesación de la actividad constitutiva de la infracción” que sustituyen a la
sanción. La Sentencia entiende que el artículo 45.6 de la LOPD confiere a la Agencia
Española de Protección de Datos una “potestad” diferente de la sancionadora cuyo
ejercicio se condiciona a la concurrencia de las especiales circunstancias descritas en
el precepto.
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En  congruencia  con  la  naturaleza  atribuida  al  apercibimiento  -como  una
alternativa a la sanción cuando, atendidas las circunstancias del caso, el sujeto de la
infracción  no  es  merecedor  de  aquella-  cuyo  objeto  es  la  imposición  de  medidas
correctoras, la SAN citada concluye que cuando las medidas correctoras pertinentes
ya hubieran sido adoptadas, lo procedente en Derecho será acordar el Archivo de las
actuaciones.

En el presente caso y teniendo en cuenta las circunstancias del mismo, este
organismo está facultado para, en lugar de iniciar la apertura de un procedimiento
sancionador,  apercibir  al  denunciado  a  fin  de  que  adopte  las  oportunas  medidas
correctoras.

Sin  embargo,  en  base  a  los  principios  de  intervención  mínima  y
proporcionalidad que informan la capacidad de actuación de esta Agencia y teniendo
en cuenta que las medidas correctoras que procedería imponer fueron ya adoptadas
por  iniciativa  propia,  en armonía  con el  pronunciamiento  de la  Audiencia  Nacional
recogido en la SAN de 29/11/2013 (Rec. 455/2011) debe acordarse el Archivo de las
actuaciones de investigación practicadas.

V

El artículo 126.1, apartado segundo,  del Reglamento de desarrollo de la Ley
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal,
aprobado por Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre (RLOPD) establece:

“Si  de  las  actuaciones  no  se  derivasen  hechos  susceptibles  de  motivar  la
imputación de infracción alguna, el Director de la Agencia Española de Protección de
Datos dictará resolución de archivo que se notificará al investigado y al denunciante,
en su caso.”

Por  lo  tanto,  de  acuerdo  con  lo  señalado,  por  la  Directora  de  la  Agencia
Española de Protección de Datos, 

SE ACUERDA:

 PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

 NOTIFICAR la  presente  Resolución  a  Mana Pool  Garden,  S.L., y  a  Doña
A.A.A..

De conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 37 de la LOPD,
en la redacción dada por el artículo 82 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de
medidas fiscales, administrativas y del orden social, la presente Resolución se hará
pública, una vez haya sido notificada a los interesados.  La publicación se realizará
conforme a lo previsto en la Instrucción 1/2004, de 22 de diciembre, de la Agencia
Española de Protección de Datos sobre publicación de sus Resoluciones y con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamento de desarrollo de la LOPD aprobado
por el Real Decreto 1720/2007, de 21 diciembre.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa (artículo 48.2 de la
LOPD),  y  de conformidad con lo  establecido en los artículos 112 y 123 de la  Ley
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39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  los  interesados  podrán  interponer,  potestativamente,
recurso de reposición ante la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
en  el  plazo  de  un  mes  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la  notificación  de  esta
resolución  o  directamente  recurso  contencioso  administrativo  ante  la  Sala  de  lo
Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el
artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de
dos meses a contar desde el día siguiente a la notificación de este acto, según lo
previsto en el artículo 46.1 del referido texto legal.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 
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